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Dcíensoría
del Consumidor

TRIBUNAL

SANCIONADOR

Fecha: 05/04/2022

Hora: 08:37

Lugar: San Salvador

RESOLUCIÓN FINAL

I. INTERVINIENTES

Referencia:

667-21

Consumidor denunciante:

Proveedora denunciada: Administración Nacional de Acueductos y Alcantarillados -ANDA-

II. HECHOS DENUNCIADOS Y ANTECEDENTES

En fecha 26/01/2021 el consumidor interpuso su denuncia (fs. 1) en la cual, en síntesis, manifestó

no estarde acuerdo con loscobros porel suministro de aguapotable realizados por la proveedora desde

el mes de marzo hasta diciembre del año 2020. El denunciante señaló que se le han generado cobros sin

quela proveedora hubiera tomado lectura del medidor, razón por la que a la fecha de interposición de la

denuncia adeudaba la cantidad de $2,339.19.

Mediante escrito a fs. 31, el consumidor amplió su denuncia, incorporando los cobros por los

consumos de los meses de enero a febrero de 2020.

III. PRETENSIÓN PARTICULAR

El consumidor solicitó, en síntesis, que se ajusten las facturas desde el mes de enero hasta diciembre

del año 2020, con base a consumo real.

IV. INFRACCIÓN ATRIBUIDA Y ELEMENTOS DE LA INFRACCIÓN
A la proveedora denunciada se le atribuye la posible comisión de la infracción muy grave

establecida en el artículo 44 letra e) de la Ley de Protección al Consumidor -en adelante LPC-, que

estipula: "Son infracciones muy graves, las acciones u omisiones siguientes: (...) realizar prácticas
abusivas en perjuicio de los consumidores (...) "en relación al artículo 18 letra c) de lamisnjia ley, que

establece: "Quedaprohibido atodoproveedor: c) Efectuar cobros indebidos, tales como cargos directos

a cuenta de bienes o servicios que no hayan sido previamente autorizados o solicitados por el
consumidor. En ningún caso el silencio podrá ser interpretado por el proveedor como señal de

aceptación del cargo de parte del consumidor (...)". En caso de comprobarse la comisión de dicha

infracción, acarrearía la sanción establecida en el artículo 47 de la misma normativa, siendo la multa

hasta de quinientos salarios mínimos mensuales urbanos en la industria.

En principio, es importante destacar que, para la configuración del cobro indebido como conducta

constitutiva de infracción, no se exige, entre sus elementos tipo, que el cobro en mención se haya
concretado en todo caso, en el sentido de que el consumidor hubiese pagado la suma cobrada

indebidamente. La figura del cobro indebido se perfila cuando se realiza un cobro sin respaldo legal,
esto es, cuando no se acredita la existencia de una obligación entre las partes. Yes que, debe aclararse



que el cobro indebido se define como la acción de exigir alguna cosa de la cual no había derecho a

cobrar.

Ahora bien, para que exista el derecho de cobrar, se requiere de la preexistencia de una relación

contractual, de la cual se deriven obligaciones para ambas partes, que podrán consistir en prestaciones

de dar, hacer o no hacer.

El carácter indebido del cobro que cita el artículo 18 letra c) de la LPC, se fundamenta enel hecho

que el mismo no cuente con un respaldo legal ni contractual, o que se hagan cargos a la cuenta del

consumidor por laadquisición de bienes o servicios que éste no haya solicitado o no haya efectuado, y

menos autorizado cargarlos a su cuenta, e inclusive, que se le exijan sumas en concepto de pago de

obligaciones sin demostrar las causas que la generan.

En ese orden, la Sala de lo Contencioso Administrativo -en adelante SCA-, mediante sentencia

pronunciada el 06/11/2013 en el proceso referencia 305-2010, sostiene que "En ocasiones, los cobros
indebidos tienen origen en una actuación "fraudulenta" o con malicia por parte del proveedor, sin

embargo, la mayor parte de los casos corresponden a deficiencias en la administj-ación interna del
proveedor. El artículo 18 literal c) de la LPC, es elque nos enmarca como práctica abusiva efectuar
cobros indebidos, este artículo tiene una naturaleza enunciativa y no taxativa, yaque se entiende en la

ley, en derecho comparado y en doctrina, que un agente económico realiza cobros indebidos cuando el
proveedor cae en uno o más de los siguientes supuestos: a) cuando se cobra por medio de facturas o
por cualquier otro medio con el mismofin, servicios que no han sido efectivamenteprestados; b) cuando
se altera la estructura tarifaria sin que medie autorización del cobro por parte del consumidor;

y c) cuando se efectúa un cobro sin elrespaldo que lo legitime para realizarlo".
Cabe señalar que, tratándose de una práctica abusiva, por supuesto cobro indebido en el servicio de

agua potable, se requiere, para efectos sancionatorios, que este Tribunal cuente con prueba que
demuestre que se efectuaron cobros al consumidor en la prestación del servicio de agua potable y que
esoscobros no se encuentren justificados contractual o legalmente.

V. CONTESTACIÓN DE LA PROVEEDORA DENUNCIADA

Se siguió el procedimiento consignado en los artículos 143 y siguientes de la LPC, respetando la
garantía de audiencia y el derecho de defensa de la proveedora, quien compareció conforme a las
actuaciones que se detallana continuación:

Mediante el escrito de fs. 41, la proveedora através de su apoderada general judicial, la licenciada
contestó ensentido negativo la audiencia conferida enel auto de

inicio (fs. 34 al 36).

El día 03/11/2021, con motivo de la resolución que abrió a prueba el procedimiento, se recibió
escrito firmado por el licenciado ' -*• 60 al 62-, apoderado general



judicial de ANDA, en sustitución de lalicenciada „ através del cual

ratificó lo actuado pordicha profesional; por lo que, en virtud de haberse acreditado su personería, se

da intervención al licenciado en la calidad en que comparece. Además, en el referido

escrito, expuso argumentos de defensa sobre los hechos atribuidos a su representada, adjuntó

documentación de fs. 63 al 104 y señaló medio para recibir notificaciones.

Finalmente, en fecha 29/11/2021 se recibieron escritos (fs. 105-106 y 120) por medio de los cuales

el licenciado evacúa el requerimiento realizado por medio de la resolución que antecede

(fs. 53 al 54) y adjunta documentación de fs. 107-119 y 121-145.

Respecto de lajustificación de los cobros realizados durante los meses de marzo y abril de 2020, el

apoderado de la proveedora expresó -en esencia- que los mismos han sido realizados conforme a la

normativa que legitima a la proveedora para realizarlos.

En relación a los consumos correspondientes a los meses de mayo, junio, julio y agosto de 2020

argumentó que la ANDA al reconocer que la cuenta del denunciante tenía el inconveniente de una

facturación calculada mediante un método supletorio, se dispuso a realizar las rebajas

correspondientes (...)

Concluyó señalando -en síntesis- que, particularmente con la documentación probatoria

consistente en: ficha catastral (fs. 74 y 113); consulta de inspecciones (fs. 71 al 73 y 110 al 112); histórico

de consumos (fs. 68 al 70 y 107 al 109); formulario para la lectura de medidores (fs. 81 al 104 y 121 al

145); consulta de resultado de análisis de medidor (fs. 76 y 116); certificación de estado de cuenta (fs.

78 al 80 y 118 al 119); consulta de descargos (fs. 75 y 114) y lista de pagos (fs. 77 y 115); se confirma

que los registros tanto de inspecciones, históricos de consumo y análisis al medidor, fueron la base de

la facturación del período reclamado, afirmando que los consumos son reales y los cobros correctos.

Es conveniente señalar que lo argumentado por el licenciado respecto a que los

cobros denunciados han sido realizados conforme a la normativa que legitima a la proveedora para

realizarlos, se encuentra estrechamente relacionado con la valoración de la prueba ofrecida,

el referido argumento será valorado en los siguientes apartados.

por lo cual

VI. VALORACIÓN DE PRUEBA/HECHOS PROBADOS

A. De conformidad con los artículos 146 de la LPC y 106 inc. 3ode la LPA, las pruebas oportunas,

pertinentes y conducentes aportadas en el procedimiento, serán valoradas conforme a las reglas de la

sana crítica; a excepción de la prueba documental, la cual se realizará conforme al valor tasado de la

misma en el derecho común.

En ese sentido, la Sala de lo Constitucional en la resolución final pronunciada en el proceso

acumulado con número de referencia 23-2003/41-2003/50-2003/17-2005/21-2005, de fecha

18/12/2009, en lo que concierne al valor tasado de las pruebas mencionó: "Cuando la 'utilización' de



la máxima de experiencia viene predeterminada por la norma procesal, hablamos del sistema de

valoración denominado prueba tasada o tarifa legal; es decir, en la prueba tasada o tarifa legal, lo

quehace el legisladoresproveer unade las máximas quedeben integrarse al razonamiento probatorio

del juez, como la premisa mayor del silogismo fundamental sobre cada medio de prueba (...) el

legislador señala una lista de medios de prueba y a cada una le asigna un determinado y preciso valor

probatorio -certeza objetiva-; es decir que, en este caso, amparado en la seguridad jurídica, el

legislador determinapreviamente la máxima de experiencia, aunque con distintafuerza dependiendo

de la prueba de que se trate". (Los resaltados son nuestros).

Dicho esto, el artículo 106 inc. 6o de la LPA dispone: "Los documentos formalizados por los

funcionarios a los quese reconoce la condición de autoridady en los que, observándose los requisitos

legales correspondientes se recojan los hechos constatadospor aquellos, haránprueba de estos salvo

que se acredite lo contrario ".

Además, el artículo 341 del CPCM determina el valor probatorio de los instrumentos, así: "Los

instrumentos públicos constituirán prueba fehaciente de los hechos, actos o estado de cosas que

documenten; de lafecha y personas que intervienen en el mismo, así comodelfedatario ofuncionario

que lo expide. Los instrumentosprivados hacen prueba plena de su contenido y otorgantes, si no ha

sido impugnada su autenticidad o ésta ha quedado demostrada. Si no quedó demostrada tras la

impugnación, los instrumentosse valorarán conforme a las reglas de la sana crítica". (Los resaltados

son nuestros).

Finalmente, el artículo 63 del Reglamento de la LPC, viene a reforzar lo estipulado en el derecho

común al establecer: Las actas mediante las cuales losfuncionarios de la Defensoríahagan constarlas

actuaciones que realicen, harán fe, en tanto no se demuestre con prueba pertinente y suficiente su

inexactitud ofalsedad. El mismo valor probatorio tendrán los informes y otros documentos que emitan

losfuncionarios y empleados de la Defensoría, en el ejercicio de susfunciones.

Así las cosas, este Tribunal valorará la prueba de conformidad a los métodos aceptados en el

ordenamiento jurídico, para posteriormente determinar sienelpresente procedimiento sehaconfigurado

la infracción consignada en el artículo 44 letra e) de la LPC, porrealizar cobros indebidos.

B. En el presente procedimiento sancionatorio, se incorporó y admitió prueba documental

consistente en:

1. Fotocopia confrontada (fs. 5) y certificación (fs. 78 al 80 y 118 al 119) de estado de cuenta y

fotocopias confrontadas de facturas (fs. 6 al 7) de lacuenta número con los que se

acredita la relación de consumo entre el denunciante y la proveedora. Además, en los estados

de cuenta a fs. 78 al 80 y 118 al 119, consta que laproveedora ha aplicado rebajas en el cobro

por el consumo correspondiente a los meses de mayo, junio, julio yagosto de 2020.
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2. Certificación de histórico de consumo (fs. 68 al 70 y 107 al 109), en el que se señaló que: (i)

hay registro de lectura real para los meses de enero, febrero, marzo, octubre y noviembre de

2020; y (ii) no existe registro lectura real para los meses desde abril hasta septiembre y

diciembre, todos de 2020.

3. Certificación de ficha catastral (fs. 74 y 113), en la cual se consigna: que se realizó la instalación

del servicio en fecha 09/05/1973; que el día 19/08/2021 se instaló el medidor número 21112337,

marca AHS; y que el estado del medidor es "funcionando". Además, que los últimos

movimientos de desconexión y reconexión del servicio de agua fueron los días 21/06/2012 y

26/06/2012, respectivamente.

4. Certificación de detalle de inspecciones practicadas en la cuenta (fs. 73). Según dicha

documentación durante el periodo denunciado se realizó inspección el día 21/08/2020, mediante

la que se estableció: medidor empañado por dentro, no es posible tomar lectura, medidor

empañado la encargada de uno de los locales dijo que no estaba la persona encargada de dar

información y ella no sabía cuántos locales eran.

5. Certificación de formularios para la lecturade medidores -ANDALECT- (fs. 89 al 96 y 131 al

138),en los que se consignó que: (i) hay registro de lectura real desde los meses de enero hasta

marzo y septiembre hasta octubre de 2020; y (ii) no existe registro lectura real para los meses

de abril, mayo, julio, agosto y diciembre de 2020.

6. Certificación de descargos de la cuenta número (fs. 75 y 114), en el que constan los

pagos realizados por el consumidor en concepto de servicio de agua potable por los meses de

enero, febrero, marzo y abril de 2020.

Finalmente, cabe aclarar que si bien la proveedora proporcionó como prueba documental el detalle

de inspecciones realizadas los días 30/01/2012, 13/02/2012, 22/02/2012, 03/03/2012, 21/05/2012,

29/05/2012, 21/06/2012, 14/05/2019, 16/08/2019, 12/02/2021 y 15/10/2021 (fs. 71 al 73 y 110 al 112),

las mismas no serán admitidas ni valoradas por este tribunal, debido a que las inspecciones fueron

efectuadas ocho años y un año antes, así como dos y diez meses después de ocurridos los hechos

denunciados. Respecto a la lista de pagos de la cuenta número 00100891 (fs. 77 y 115), la misma no

será valorada por este Tribunal debido a que no es posible identificar los meses a los que corresponden
los pagos en ellas reflejados. Además, la certificación del resultado de análisis al medidor (fs. 76)

número 1358021253, experticia practicada en fecha 10/06/2019, tampoco será valorada ya que la misma
fue realizada a un medidor diferente al que registró los consumos del periodo denunciado.

VIL ANÁLISIS DE LA CONFIGURACIÓN DE LA INFRACCIÓN



Al respecto, este Tribunal Sancionador deberá analizar -en el caso en particular- que, en la

prestación del servicio de agua potable, los cobros denunciados no se encuentran justificados

contractual o legalmente.

A. Es importante resaltar que las contrataciones parael suministro de agua potable -como servicio

público- no se encuentran reguladas con requisitos o solemnidades específicas como otro tipo de

contratos dentro del ordenamiento jurídico salvadoreño; por tanto, en la mayoría de los casos, se trata

de contratos consensúales.

No obstante lo anterior, lajurisprudencia de la SCA señalaque".. .siempre quesus estipulaciones

contractuales no contemplen unadisposición diferente, su accionar debe ajustarse a las normativas

públicas aplicables a la materia que, en El Salvador, son las disposiciones emitidas porelMinisterio

de Economía respecto a los servicios que presta la ANDA." (Sentencia dictada el 21/06/2017, en el

procesocontencioso administrativo con referencia313-2014).

B. Que en ese contexto, para garantizar la correcta facturación del servicio de agua potable, la

proveedora denunciada deberá de cumplir con lodispuesto enel: (i) inciso primero del artículo 5 del

Acuerdo Ejecutivo N° 1279 en el Ramo de Economía, del 10/09/2015, publicado en el Diario Oficial

número 165, Tomo408, en la mismafecha; el cual establece que: Toda conexión de acueducto deberá

contar con un medidorpara elcontrol del consumo, sobre cuya lectura sehará larespectivafacturación

delservicio -en adelante Acuerdo Ejecutivo N° 1279-;y, (ii) inciso tercero delartículo 5-B delAcuerdo

Ejecutivo N° 532 en el Ramo de Economía, del 01/06/2011, publicado en elDiario Oficial número 106,

Tomo 391, de fecha 08/06/2011; el cual establece que: "Durante el periodo comprendido desde el

reporte de medidor dañado o sin medidor, hasta la instalación del nuevo, sefacturará el consumo

promedio de los últimos seis meses con medidorfuncionando "-en lo sucesivo Acuerdo Ejecutivo N°

532-.

Asimismo, en aquellos casos no previstos en las disposiciones emitidas por el Ministerio de

Economía, para la subsanación de errores en la facturación del servicio de agua potable, se deberá de

atender a lo dispuesto en el número 2 del Instructivo Administrativo para el Análisis y Resolución de
Reclamos por Facturación aprobado por Junta de Gobierno, mediante Sesión Ordinaria celebrada el día
27/07/2010, en el que se regula, entre otras cosas, laforma de proceder en los casos de error en latoma

de lectura.

Además, para la correcta facturación, el medidor instalado en el inmueble para el control del
consumo deberá presentar una tolerancia en el volumen real descargado entre ±5%, rango de tolerancia
permitido por la NSO 23.46.03:09 "Medición de Flujo de Agua en Conductos Cerrados Totalmente
Llenos. Medidores para Agua Potable Fría yCaliente. Parte 3. Equipos yMétodos de Ensayo (8.2.4.4)"

-en adelante NSO 23.46.03:09-.
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C. Así, con base en los elementos probatorios señalados en el romano VI de la presente resolución,

ha quedado comprobado:

1) La relación de consumo existente entre el consumidor y la proveedora denunciada, así como el

cobro realizado por el servicio de agua potable durante los meses denunciados.

2) Que el cobro de los meses de enero, febrero, marzo octubre y noviembre, todos de 2020 fue

realizado conforme a lectura real del medidor, cumpliendo con lo dispuesto en el inciso

primero del artículo 5 del Acuerdo Ejecutivo N° 1279.

3) Durante los meses desde abril hasta septiembre y diciembre, todos de 2020, la proveedora no

facturó consumo conforme a lecturas reales del medidor; sin embargo, la facturación fue

realizada conforme al consumo promedio de los últimos seis meses facturados, aparentemente,

según lo establecido en el inciso cuarto del artículo 5-B del Acuerdo Ejecutivo N0 532 en el

Ramo de Economía, del 01/06/2011, publicado en el Diario Oficial número 106, Tomo 391, del

08/06/201 -en adelante Acuerdo Ejecutivo N° 532-; el cual establece que en caso de

imposibilidad en la toma de lectura "(...) se cobraráde acuerdoal promediode los últimos 6

meses en que sise pudo realizar la lectura".

No obstante lo detallado en el punto 3), es importante resaltar que los cobros realizados

durante los meses de abril hasta septiembre 2020 fueron efectuados con base en lecturas

erróneas, ya que tal como se aprecia en el histórico de consumo (fs. 68 al 70 y 107 al 109), en

el mes de septiembre de 2020 se registró una lectura real de 912m3, lectura menor en

comparación a la del mes anterior, agosto de 2020 por 121 lm3. Por lo que una vez advertido el

error en la lectura, la proveedora debía proceder a realizar el ajuste de los consumos de los

meses desde abril hasta septiembre de 2020 calculandoel consumodiario que resulte entre las

últimas dos lecturas reales encontradas, según el número 2 letra J) del Instructivo

Administrativo parael Análisis y Resolución de Reclamos porFacturación aprobado porJunta

de Gobierno, mediante Sesión Ordinaria celebrada el día 27/07/2010.

Para el presente caso, las últimas lecturas reales a considerar para realizar la facturación del

consumo de los meses de abril hasta septiembre 2020 son las correspondientes a los meses de

marzo 2020(747m3) y septiembre 2020(912m3), aplicando lasiguiente fórmula: 912m3 - 747m3

= 165m3 / 189 días = 0.87m3 x 30 días = 26m3. Por lo que una vez corregida la tíantidad de

metros cúbicos a cobrarse desde abril hasta septiembre de 2020, el promedio de consumo a

facturar en el mes de diciembre de 2020 también se vería disminuido, resultando un consumo

promedio de los seis meses anteriores de 39m3.

D. En síntesis, se evidenció:



1) Los cobros realizados por la proveedora durante los meses de enero, febrero, marzo octubre y

noviembre, todos de 2020 fueron efectuados con el respaldo normativo que legitima a la

proveedora para realizarlo.

2) Que los cobros realizadosdurante los meses desde abril hasta septiembre y diciembre, todos

de 2020, no fueron efectuados con el respaldo normativo que legitima a la proveedora para

realizarlo, debido a que las estimaciones de consumo realizadas por la proveedora tuvieron

como base lecturas erróneas de medidor; y una vez advertido el error de lectura, la proveedora

omitió realizar la corrección de los consumos desde el mes de abril hasta septiembre 2020 de

acuerdo a lo establecido en el número 2 letra J) del Instructivo Administrativo para el Análisis

y Resolución de Reclamos por Facturación aprobado por Junta de Gobierno, mediante Sesión

Ordinaria celebrada el día 27/07/2010. Una vez corregida la cantidad de metros cúbicos a

cobrarse desde el mes de abril hasta septiembre 2020 (a 26 m3 cada uno), el promedio de

consumo a facturar en el mes de diciembre de 2020 también hubiera disminuido, resultando un

consumo promedio de 39m3, para dicho mes.

3) Que la proveedora aplicó rebajas en los montos facturados originalmente al consumidor por los

consumos de los meses de mayo, junio, julio y agosto de 2020, pero dichas rebajas no

corresponden a la aplicación de la regla de facturación supletoria contenida en el artículo el

número2 letra J) del Instructivo Administrativo para el Análisis y Resolución de Reclamos por

Facturación aprobado por Junta de Gobierno, mediante Sesión Ordinaria celebrada el día

27/07/2010, según el siguiente detalle:

Año Mes
Cobro

inicial

Rebaja
aplicada

Rebaja que
debió

realizar

Cobro que
debió

realizar

2020

Mayo $ 258.69 $217.59 $222.49 $36.20

Junio $279.99 $241.39 $243.79 $36.20

Julio $282.92 $244.32 $246.72 $36.20

Agosto $282.92 $244.32 $246.72 $36.20

Total $ 1,104.52 $947.62 $959.72 $144.8

4) Asimismo, el apoderado de laproveedora denunciada ha manifestado en el escrito presentado
que la ANDA al reconocer que la cuenta del denunciante tenía el inconveniente de una
facturación calculada mediante un método supletorio, se dispuso a realizar las rebajas
correspondientes (...>fs. 61-, lo cual se considera una admisión de los hechos por parte del
denunciado (artículo 309 del CPCM); así, como una circunstancia atenuante para la

determinación de la sanción(artículo 156 Inc. Iode la LPA).
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Por consiguiente, de acuerdo a lo señalado en el numeral 1) letra D, de este romano, este Tribunal

estima procedente absolver a la proveedora de la infracción atribuida respecto de los cobros realizados

en los meses de enero, febrero, marzo, octubre y noviembre, todos de 2020.

En relación a lo establecido en el numeral 2) letra D, de este romano, es procedente sancionar a la

denunciada por los cobros indebidos realizados en perjuicio del consumidor desde el mes de abril

hasta septiembre y diciembre, todos de 2020. En virtud de ello, la denunciada debe ser acreedora de

la sanción correspondienteconforme a lo consignado en el artículo 47, previo análisis de los parámetros

establecidos en el artículo 49 por el cometimiento del ilícito tipificado en el artículo 44 letra e), todos

de la LPC.

VIII. PARÁMETROS PARA LA DETERMINACIÓN DE LA SANCIÓN

Como se expuso en los acápites precedentes, se estableció la comisión de la infracción muy grave

contenidaen el artículo 44 letra e) de la LPC, la que se sancionacon multa hasta de quinientos salarios

mínimos mensuales urbanos en la industria (artículo 47 LPC); por consiguiente, es facultad de este

Tribunal determinar la sanción y cuantificar la multa que corresponda, a la luz de los parámetros

establecidos en la LPC, su reglamento y lajurisprudencia aplicable.

Así, el artículo 49 de la LPC establece los criterios para la determinación de la multa, siendo estos:

tamaño de la empresa, el impacto en los derechos del consumidor, la naturaleza del perjuicio causado

o grado de afectación a la vida, salud, integridad o patrimonio de los consumidores, el grado de

intencionalidad del infractor, el grado de participación en la acción u omisión, cobro indebido realizado

y las circunstancias enque ésta secometa, lareincidencia o incumplimiento reiterado, según seaelcaso.

A continuación, se concretará cadaunode ellos, en lo aplicable al presente caso:

a. Tamaño de la empresa.

Según los Estados Financieros al 31/12/2020, 31/12/2021 y 28/02/2022 publicados en el sitio web

www.transparencia.gob.sv/institutions/anda/documents/estados-financieros. ANDA contó con

disponibilidades finales por un monto total de $21,204,743.60 a diciembre de 2020; $16,455,574.34 a

diciembre 2021; y$19,937,836.69 afebrero 2022. Lo anterior permite establecer que la infractora cuenta

con un nivel de solvencia y respaldo patrimonial suficiente para cumplir con sus obligaciones, sin

comprometer las operaciones de su rubro, y con la capacidad económica para afrontar el pago de la
multa que le corresponda según lo establecido en el artículo 47 de la LPC.

b. Impacto en los derechos del consumidor.

En el caso concreto, al tratarse cobros indebidos por un servicio relacionado con el suministro de

agua potable, es preciso mencionar que el agua es un recurso natural limitado y un bien público
fundamental para la vida y la salud. En ese sentido, la Asamblea General de Naciones Unidas, el día
28/07/2010, através de la Resolución 64/292, reconoció explícitamente el derecho humano al agua. Por



consiguiente, este Tribunal considera que el impacto de la infracción cometida, si bien afecta la esfera

patrimonial del consumidor, trasciende a la misma, puesto que estamos frente a la protección de un

recurso que resulta indispensable para la vida y la salud.

c. La naturaleza delperjuicio ocasionado o grado de afectación a la vida, salud, integridad o

patrimonio de los consumidores.

En el presente caso, el cometimiento de la infracción muy grave derivada de la acción de la

proveedora, de realizar una práctica abusiva, consistente en efectuar cobros indebidos, ocasionó un

perjuicio patrimonial al consumidor, cuya afectación se cuantifica con la cantidad de $1,315.01 (tal

como se detalla en la letra/ del presente apartado).

d. Grado de intencionalidad de la infractora.

Este Tribunal considera este elemento en el sentido de analizar si el sujeto ha obrado dolosa o

cuando menos culposamente; es decir, que la transgresión a la norma haya sido querida o se deba a

imprudencia o negligencia del sujeto. Por tanto, laexistencia de un nexo de culpabilidad constituye una

condición para la configuración de la conductasancionable.

Este Tribunal en reiteradas ocasiones ha establecido a través de sus resoluciones, conforme a lo

dispuesto en el artículo 40 inciso segundo de la LPC, que las infracciones administrativas son

sancionablesaun a título de simple negligenciao descuido.

De conformidad con lo previsto en el artículo 947 del Código de Comercio, la proveedora debía

cumplir sus obligaciones con ladiligencia de un buen comerciante en negocio propio.

En virtud de lo anterior, de la prueba agregada al presente procedimiento se comprobó que la

proveedora incurrió en la referida infracción actuando con negligencia, ya que apesar que en el número
2 letra J) del Instructivo Administrativo para el Análisis y Resolución de Reclamos por Facturación

aprobado por Junta de Gobierno, mediante Sesión Ordinaria celebrada el día 27/07/2010, se ha
establecido una regla de facturación supletoria para aquellos casos en los que se identifique un error en

la toma de lectura, noaplicó dicha regla, estando obligada a sucumplimiento.

e. Grado departicipación en la acción u omisión.

En virtud de lo que antecede, el grado de participación de la denunciada es directo, pues según se acreditó
yconfirmó en el presente procedimiento, la acción de realizar prácticas abusivas en perjuicio de los
consumidores fue responsabilidad directa de la proveedora, puesto que, sin contar con un respaldo legal
ni contractual, desde el mes de abril hasta septiembre 2020 ydiciembre de 2020, realizó la facturación
del servicio de agua potable de la cuenta 100891 por montos superiores a los 26m3 y 39m3,

respectivamente.

/ Cobro indebido.
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Este parámetro será considerado según lo establece la Sala de Constitucional en la sentencia de

inconstitucionalidad de ref. 109-2013 de fecha 14/01/2016, en la que señala que uno de los factores de

dosimetría punitiva es: "(...) el beneficio que, si acaso, obtiene el infractor con el hecho ". Conforme a

ello, debemos tener en cuenta el beneficio que la proveedora pudo obtener, frente al cobro efectuado por

el servicio correspondiente desde el mes de abril hasta septiembre y diciembre, todos de 2020, a partir

del excedente del monto cobrado en la factura, en relación al monto que debió ser cobrado una vez

advertido el error en la toma de lectura de medidor.

Así, para el caso que nos ocupa, de la lectura del expediente, se observó que el monto cobrado por

los servicios de acueducto y alcantarillado, según estados de cuenta (fs. 5, 78 al 80 y 118 al 119) y

Certificación de descargos de la cuenta número (fs. 75 y 114), fue por un valor total de $

1,598.21; siendo lo correcto $283.20 (valor total que corresponde a la suma de los meses de abril hasta

septiembre de 2020 conforme a un consumo de 26m3, equivalente a $36.20 dólares cada mes; y, el mes

de diciembre de 2020 en base a 39m3, equivalente a $66.00), por consiguiente, el cobro indebido es de

$1,315.01.

IX. DETERMINACIÓN DE LA SANCIÓN Y CUANTIFICACION DE LA MULTA

Tal como se expuso en el apartado VTH. D de esta sentencia, la proveedora cometió la infracción

muy grave regulada en el artículo 44 letra e) de la LPC, al efectuar cobros indebidos en perjuicio del

consumidor, por la prestación del servicio de agua potable, desde el mes de abril hasta septiembre y

diciembre, todos de 2020.

En tal sentido, habiendo concluido, entre otros aspectos, que la infracción cometida es una de las

calificadas como muy graves, sancionables con multa de hasta 500 salarios mínimos mensuales urbanos

en la industria, conforme al artículo 47 de la LPC; que la proveedora ANDA cuenta corj capacidad
económica suficiente para afrontar la multa que resulte del presente procedimiento; que eft razón del

grado de intencionalidad de la conducta cometida por ANDA, no se acreditó el dolo sino negligencia;

y, que el dañoque la proveedora ocasionó al consumidor por la conducta cometida asciende a lacantidad

de $1,315.01; es necesario señalar, que el principio de razonabilidad establece que las decisiones de la

autoridad deben adoptarse dentro de los límites de sus facultades y manteniendo la proporción entre los
medios a empleary los fines públicos que debe tutelar.

En consecuencia, este Tribunal considera que en el presente procedimiento administrativo

sancionador resulta pertinente fijar una multa cuya cuantía resulta idónea, necesariayproporcional para
la consecución de los fines constitucionalmente legítimos —efecto disuasorio—, previniendo así,
situaciones en donde la comisión de las conductas prohibidas por parte de los sujetos infractores resulte

más beneficiosa que el cumplimiento de la norma misma, lo cual a su vez podría llevar a incumplir la
finalidad de tutela de los derechos del consumidor.
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Por consiguiente, y conforme al análisis antes expuesto, considerando los principios de disuasión,

proporcionalidad y razonabilidad que deben sustentar la imposición delasanción, y de conformidad con

lo regulado en el artículo 139 número 7 de la LPA, este Tribunal impone a ANDA una multa de

NOVECIENTOS DOCE DÓLARES CON CINCUENTA Y UN CENTAVOS DE DÓLAR DE

LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA ($912.51), equivalentes a tres meses de salario mínimo

mensual urbano en la industria, por la comisión de la infracción regulada enel artículo 44 letra e) de la

LPC, por realizarprácticas abusivas en perjuicio de los consumidores, consistentes en efectuar cobros

indebidos, según sehaestablecido enel presente procedimiento administrativo; multa que representa el

0.60% dentro del margen máximo estipulado por ley como consecuencia para la comisión de tal

infracción —500 salarios mínimos urbanos en el sector industria—, siendo, ajuicio de este Tribunal,

proporcional a la gravedad que comportan los hechos, según las circunstancias objetivas y subjetivas

previamente analizadas.

X. REPOSICIÓN DE LA SITUACIÓN ALTERADA

El consumidor solicitó en su denuncia "(...) ajuste en los meses reclamados (...)"• Al respecto, es

necesario señalar lo siguiente:

A. Concerniente a la reposición de la situación alterada por la conducta infractora, la letra c) del

artículo 83 de laLPC, expresamente señala que dentro de las atribuciones de este Tribunal seencuentra:

"(...) c) Ordenar al infractor, en los casos de afectación a intereses individuales, colectivos o difusos,

la reposición de la situación alterada por la infracción, a su estado original. Entre las medidas para
lograr lareposición de la situación alterada podrán ordenarse, la sustitución del bien; ladevolución

de lo cobrado indebidamente o la rebaja del precio (...) ".

B. Siguiendo el mismo orden de ideas, la Sala de lo Constitucional, por medio de sentencia

definitiva pronunciada en el proceso de amparo referencia 111-2002, señaló que "La restitución de las
cosas alestado en que se encontraban antes de ¡a violación, no debe entenderse únicamente desde el
punto de vista físico, sino desde una perspectiva jurídica-patrimonial, como efecto directo de la

sentencia estimatoria ".

Enel mismo sentido, la Sala enmención, en lasentencia definitiva dictada enel proceso deamparo

referencia 73-2000, afirma que, reconocida la existencia de un agravio en la esfera jurídica del
demandante, la consecuencia lógica es reparar el daño, restaurando las cosas al estado en que se
encontraban antes de la ejecución del acto violatorio de derechos. Agrega que las sentencias pueden
tener distinto carácter, dependiendo del soporte jurídico y fáctico de la pretensión.

De igual forma, la SCA, por medio de la sentencia definitiva pronunciada a las diez horas treinta
minutos del 19/05/2008, en el proceso referencia 130-2006, afirmó que el objeto de la normativa de
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consumo hace referencia a la protección de los derechos de los consumidores, a efecto de procurar el

equilibrio, certeza, y seguridad jurídica en las relaciones de consumo con los proveedores.

En respeto al principio de legalidad y con la finalidad de darle cumplimiento al artículo 101 de la

Constitución y a los principios y directrices de las Naciones Unidas para la protección del consumidor,

a que ante los hechos acaecidos a partir de la fecha de entrada en vigencia de la LPC reformada, y ante

una eventual resolución definitiva estimatoria a la pretensión de los consumidores, este Tribunal está

obligadopor ley a ordenar la reposición de la situaciónalterada por la infracción, según lo dispuesto en

el artículo 83 letra c) de la LPC.

C. Por consiguiente, y en virtud de lo expuesto en el presente apartado, este Tribunal considera

procedente ordenar a la proveedora ANDA, como medida para la reposición de la situación alterada por

la infracción:

i. Realizar la facturación desde el mes de abril hasta septiembre 2020 conforme a un consumo de

26m3, equivalente a $36.20 dólares cada mes, conforme a la regla de facturación supletoria establecida

en el número 2 letra J) del Instructivo Administrativo para el Análisis y Resolución de Reclamos por

Facturación aprobado por Junta de Gobierno, mediante Sesión Ordinaria celebrada el día 27/07/2010.

Para lo cual deberá considerar las últimas lecturas reales correspondientes a los meses de marzo 2020

(747m3) y septiembre 2020 (912m3), aplicando la siguiente formula: 912m3 - 747m3 = 165m3 /189 días

= 0.87m3x30días = 26m3.

Por lo que una vez corregida la cantidad de metros cúbicos a cobrarse desde el mes de abril hasta

septiembre 2020, el promedio de consumo a facturar en el mes de diciembre de 2020 deberá de facturarse

con base a 39m3, equivalente a $66.00, que es el equivalente al consumo promedio de los últimos seis

meses facturados, conforme a lo establecido en el inciso cuarto del artículo 5-B del Acuerdo Ejecutivo

N° 532; elcual establece que encaso de imposibilidad enlatoma delectura "(...) secobraráde acuerdo

alpromedio de los últimos 6 meses en que sí sepudo realizar la lectura".

ii. Abonar a lacuenta número 00100891, la cantidad de $237.93 en concepto de devolución por el

cobro indebido realizado al consumidor durante el mes de abril de 2020, en virtud que dicho monto

fue efectivamente pagado por el consumidor, según consta en la certificación de descargos (fs. 75).

XI. PRONUNCIAMIENTO RELATIVO A LA MEDIDA CAUTELAR

Por medio de la resolución de las ocho horas con treinta y siete minutos del día 19/07/2021 (fs. 34

al 36), este Tribunal resolvió: c) Suspéndase provisionalmente el cobro por el servicio de agua potable
desde el mes de enero adiciembre de 2020, así como la moray cualquier otro cargo generado acausa
de los mismos, hasta eldía de la notificación de la presente resolución, a la cuenta numeró 100891, a

nombre del señor tmientras se tramite elpresente procedimiento.

%
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Al respecto, es necesario señalar que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 78 inciso tercero

de la LPA: "Las medidas provisionales podrán dejarse sin efecto o modificarse durante la tramitación

delprocedimiento, de oficio o a instancia departe, en virtud decircunstancias sobrevenidas o que no

pudieron ser tenidas en cuenta en el momento de su adopción. En todo caso, se extinguirán con la

eficacia de la resolución administrativa que pongafin alprocedimiento correspondiente"; por lo que,

en este estado del procedimiento es procedente dejar sin efecto la medida cautelar decretada en los

términos supra relacionados.

XII. DECISIÓN

Por todo lo expuesto, y sobre la base del artículo 101 inciso segundo de la Constitución de la

República; artículos 18 letra c), 44letra e), 83 letra b), 146 y 147 delaLey deProtección alConsumidor;

132, 133 y 156 delaLey deProcedimientos Administrativos; 502 del Código deProcedimientos Civiles

y Mercantiles, este Tribunal RESUELVE:

a) Ténganse por agregados los escritos presentados por el licenciado

, en calidad de apoderado general judicial de ANDA —a quien se tuvo por parte en el

presente procedimiento— en sustitución de la licenciada

y la documentación que consta agregada de fs. 63 al 104 y 107 al 145. Además, tome nota la

Secretaría de este Tribunal del lugar señalado por el apoderado de la proveedora denunciada

para recibir actos de comunicación.

b) Sanciónese a ANDA con multa de tres meses de salario mínimo mensual urbano de la industria

industria—D.E. N°6 del 21/12/2017, publicado enel D.O. N°240, tomo 417 del 22/12/2017—

, equivalente a la cantidad de NOVECIENTOS DOCE DÓLARES CON CINCUENTA Y
UN CENTAVOS DE DÓLARDE LOS ESTADOS UNDDOS DE AMÉRICA ($912.51), por

cometer infracción al artículo 44 letra e) de la LPC, al realizar prácticas abusivas en perjuicio

del consumidor, consistentes en efectuar cobros indebidos al señor

, desde el mes de abril hasta septiembre y diciembre, todos de 2020, por las razones

establecidas en el romano VII.D de esta resolución.

Dicha multa debe hacerse efectiva 'en la Dirección General de Tesorería del Ministerio de

Hacienda, dentro de los diez días hábiles siguientes al de la notificación de esta resolución,

debiendo comprobar aeste Tribunal su cumplimiento dentro del plazo indicado; caso contrario,
la Secretaría de este Tribunal certificará la presente resolución para ser remitida a la

Fiscalía General de la República para su ejecución forzosa.

c) Absuélvase aANDA de la infracción establecida en el artículo 44 letra e) de la LPC, en relación
ala denuncia presentada por el señor < respecto al cobro por el
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consumo de los meses de enero, febrero, marzo octubre y noviembre, todos de 2020, por las

razones establecidas en el romano VTI.D de esta resolución.

d) Ordénese a ANDA, como medida para la reposición de la situación alterada por la infracción,

que en el plazo de diez días hábiles, contados a partir del día siguiente a la fecha al de la

notificación de la presente resolución, realizar la facturación de los consumos según el detalle

establecido en el romano X, letra C, numeral i de esta resolución. Debiendo abonar a la cuenta

número la cantidad de DOSCIENTOS TREINTA Y SIETE DÓLARES CON

NOVENTA Y TRES CENTAVOS DE DÓLAR DE LOS ESTADOS UNIDOS DE

AMÉRICA ($237.93), conforme lo establecido en el romano X, letra C, numeral ii de esta

resolución.

e) Revóquese la medida cautelar decretada mediante resolución de las ocho horas con treinta y

siete minutos del día 19/07/2021 (fs. 34 al 36), mediante la cual se ordenó a la proveedora

suspender provisionalmente el cobro desde el mes de enero a diciembre de 2020; así como la

mora y cualquier otro cargo generado a causa de los mismos, en virtud de haberse concluido la

tramitación del presente procedimiento con responsabilidad para la denunciada.

f) Notifíquese.

INFORMACIÓN SOBRE RECURSO

Recurso procedente de conformidad al artículo 132

y 133 de la Ley de Procedimientos

Administrativos: Reconsideración.

Plazo para interponerlo: 10 días hábiles contados a
partir del día siguiente a la notificación de la

presente resolución.

Lugar de presentación: Oficinas Tribunal Sancionador, T. Calle Poniente y Pasaje "D" #5143, Colonia
Escalón, San Salvador.

toxidad competente: Tribunal Sancionador de laDeü&nsotta.del CopSumidor
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